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I. RESUMEN

1. El 14 de febrero de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Luz Esperanza Hidalgo y Alcívar & Asociados Abogados (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Ecuador (en adelante “el Estado”) por la muerte de Gustavo Washington Hidalgo (en adelante “la presunta víctima”), presuntamente ocurrida tras haber sido detenido y golpeado por agentes de la Policía Nacional; así como por la falta de garantías judiciales y protección judicial en la investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de los hechos. 

2. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la vida, integridad personal, garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados en los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”), todos ellos en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar los derechos, prevista en su artículo 1.1.  Por su parte, el Estado alega que el reclamo es inadmisible en vista de que no se habrían agotado los recursos de la jurisdicción interna de conformidad con el artículo 46.1.a) de la Convención.  

3. Tras examinar las posiciones de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión concluye que es competente para conocer el reclamo y que éste es admisible por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1, en perjuicio de Gustavo Washington Hidalgo y de sus artículos 5, 8 y 25 en perjuicio de sus familiares.  Asimismo, la Comisión analizará en la etapa de fondo la posible violación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  En consecuencia, dispone notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA CIDH

4. La Comisión registró la petición bajo el número 55-00 y tras efectuar un análisis preliminar, el 2 de julio de 2002, fue transmitida al Estado para que presentara sus observaciones.  El 31 de marzo de 2003 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones el 9 de agosto de 2005.  Los peticionarios presentaron su respuesta el 8 de septiembre de 2005 y sus anexos el 14 de septiembre de 2005, los que fueron trasladados al Estado para sus observaciones.  El 9 de enero de 2006 el Estado solicitó una prórroga para presentar sus observaciones, la cual fue concedida por la CIDH.  La respuesta del Estado fue recibida el 18 de abril de 2006 y fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones. 
5. El 1˚ de junio de 2006, los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 1˚ de mayo de 2009 la CIDH solicitó información actualizada a ambas partes.  El Estado presentó su respuesta el 3 de agosto de 2009 mediante la cual reiteró que ratificaba sus comunicaciones anteriores.  Esta comunicación fue trasladada a los peticionarios junto con una reiteración de la solicitud de información actualizada.  El 20 de mayo y 1˚ de septiembre de 2009 los peticionarios solicitaron una audiencia la cual no fue otorgada.  

6. El 25 de marzo de 2011 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario e indicó que de no recibirse tal información en el plazo de un mes, la CIDH podría archivar el expediente.  El 23 de mayo de 2011 los peticionarios respondieron que los motivos del reclamo subsisten, dicha información fue trasladada al Estado para su conocimiento.  

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios

7. Los peticionarios sostienen que en la noche del 8 de diciembre de 1992 Gustavo Washington Hidalgo se encontraba en estado de ebriedad y trató de ingresar a un baile público en la pista “Las Palmas”, siendo impedido por los organizadores del baile; quienes llamaron a un policía con el cual la presunta víctima se dio golpes.  Indicaron que con el alboroto llegaron cuatro policías más y empezaron a golpear a la presunta víctima y luego lo arrastraron 400 metros hasta el retén de la Policía Nacional.  Indican que para reanimarlo le echaron varios baldes de agua y lo ingresaron a una celda donde lo insultaron y “de forma salvaje e inhumana lo ‘reventaron’ (asesinaron) a golpes de puños y patadas”.  
8. Sostienen que al enterarse de la detención, el hermano de la presunta víctima, Vicente Alonso Lucas Hidalgo, fue a gestionar su libertad y habría pagado una indemnización por el brazalete del reloj de un policía, que su hermano había dañado.  Alegan que cuando ingresó a la celda a ver a su hermano lo encontró “tirado boca abajo sangrando, y al ser fotógrafo y portar cámara, logró fotografiarlo”.  El hermano de la presunta víctima habría llamado a un médico quien fue a examinarlo y le informó que estaba muerto.  Indican que al salir e increpar a los policías que habrían matado a su hermano, las personas que lo acompañaban armaron un tumulto, sacaron el cadáver y “el pueblo explotó contra la Policía por tan cobarde asesinato, incendiaron el retén, los policías salieron huyendo y luego el ejército a sitiar la ciudad para calmar al pueblo”.
9. Los peticionarios alegan que la investigación se inició el 10 de diciembre de 1992 con el auto cabeza de proceso, dictado por el Comisario Nacional de Policía del Cantón Tosagua, quien consideran es un juez de instrucción parcializado.  Alegan que luego de practicada la autopsia, el 11 de diciembre de 1992, los familiares fueron amenazados para no iniciar acciones legales.

10. Indican que el 27 de octubre de 2000 avocó conocimiento el Juzgado Segundo de lo Penal de Manabí y que, a pesar de que el plazo legal es de 70 días, la investigación se mantuvo en sumario por 10 años.
11. Señalan que el 10 de julio de 2001 presentaron un recurso de amparo constitucional por violación de derechos humanos ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Portoviejo, el cual fue negado el 3 de agosto de 2001 al considerarse que dicho recurso no podía dirigirse contra decisiones judiciales, lo cual no está permitido por la Constitución Política; como lo habría ratificado el Tribunal Constitucional el 31 de octubre de 2001.  Indican que el 25 de febrero de 2003 se dictó el auto de prescripción
.  

12. Los peticionarios alegan que no tienen dinero para pagar abogados.  Asimismo, alegan que luego del auto de apertura a plenario (que no habría tenido lugar) podrían haberse constituido como acusadores particulares pero que no tenían la obligación jurídica de ser parte del proceso, pues la responsabilidad del proceso era del juez penal, por lo que, al no ser parte procesal no podían agotar los recursos internos.
13. Alegan que existe una denegación de justicia por el incumplimiento del Estado de realizar una investigación que debió sustanciarse de oficio de manera independiente, completa e imparcial.  Asimismo, sostienen que no se habrían respetado las garantías del debido proceso y que no se habrían realizado complejas diligencias judiciales como alega el Estado (ver infra III.B).  Alegan la aplicación de la excepción al requerimiento de agotar los recursos internos en relación al retardo injustificado en la investigación de oficio prevista en el artículo 46.2.c) de la Convención Americana.  

14. Sostienen que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, las garantías y a la protección judicial consagrados en los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención en relación con su artículo 1.1, por lo que solicitan indemnización para los familiares de la presunta víctima
.
B.
Posición del Estado
15. En respuesta al reclamo, el Estado sostiene que la petición es inadmisible en vista de que no se han agotado los recursos previstos en la jurisdicción interna, según exige el artículo 46.1.a) de la Convención Americana. 

16. El Estado se refiere al marco fáctico descrito en la petición, indicando que el 10 de diciembre de 1992 el Comisario Nacional de Tosagua levantó auto cabeza de proceso por el asesinato de Washington Hidalgo.  
17. El Estado alega que ha realizado complejas diligencias judiciales en las investigaciones para individualizar a los responsables de los hechos materia de la petición.  En sustento de su argumento el Estado se remite a las copias del reconocimiento médico del cadáver, los testimonios rendidos por la madre y el hermano de la presunta víctima, así como por un testigo civil de diciembre de 2000 y a la solicitud del Fiscal al Jefe del Comando Policía de Manabí No. 4 del nombre de los policías que estuvieron de servicio en el citado retén el día de los hechos, para que rindan testimonio, de junio de 2001.

18. Alega que luego de varios años no se logró determinar la individualidad de los responsables del supuesto crimen, por lo que el 20 de diciembre de 2002 el juez de instrucción penal declaró prescrita la acción penal, transcurridos diez años, de acuerdo al artículo 101 del Código Penal.  Indica que el auto de prescripción subió en consulta a la Corte Superior de Portoviejo y que éste fue confirmado el 25 de febrero de 2003.  Alega que la petición fue presentada antes de que se agotaran los recursos internos. 

19. Considera que por la alegada demora los peticionarios pudieron haber recusado al juez.  Indica que los peticionarios podrían haber interpuesto además un recurso de apelación contra el auto de prescripción y que este recurso podría haber resultado adecuado y eficaz.  El Estado sostiene que existió debido proceso, que los peticionarios tuvieron libre acceso a los recursos internos y que se les ha garantizado un proceso justo y legal.
20. Asimismo, alega que los peticionarios se han negado a hacer uso de los recursos internos y reconocen que éstos tenían toda la capacidad de presentarse como acusadores particulares, por lo que no podrían alegar que existen excepciones al requisito de agotamiento de los recursos internos. 
21. Añade que el Estado ha resuelto este caso en un plazo acorde con el tipo de juicio que se trata, dentro de las propias posibilidades que el Estado tiene a su alcance.  Alega que “[e]n vista de que los plazos en los que el Estado, incurrió para resolver los procesos internos están dentro de los límites de la razonabilidad establecidos por la Corte y la Comisión, no se le puede atribuir que haya violado la garantía establecida en el artículo 8.1” de la Convención.
22. En vista de los argumentos anteriores, el Estado solicita que la Comisión declare la inadmisibilidad del reclamo.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión
23. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 1977 fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.

24. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Asimismo, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura entró en vigencia para Ecuador el 9 de noviembre de 1999, es decir con posterioridad a los hechos materia del reclamo.  Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión tiene competencia ratione temporis para aplicar la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en lo que se refiere a la obligación de investigar y sancionar los presuntos hechos de tortura y la presunta denegación de justicia por los hechos ocurridos con posterioridad a su ratificación.
25. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana

B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

26. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
27. Según lo establece el Reglamento de la Comisión, y lo expresado por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte de los peticionarios, tiene la carga de identificar cuáles serían los recursos a agotarse y demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.
28. En la presente petición el Estado sostiene que los peticionarios no hicieron uso de la recusación contra el juez y que pudieron interponer un recurso de apelación contra el auto de prescripción.  Por su parte, los peticionarios sostienen que no tenían dinero para contratar un abogado ni la obligación jurídica de constituirse como acusadores particulares en el proceso penal.  También consideran que aplica la excepción prevista en el artículo 46.2 c) de la Convención Americana, por el retardo injustificado del proceso penal que debió avanzar de oficio.
29. En vista de los argumentos expuestos por las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados.  Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se trate de hechos que comprendan la posible vulneración de derechos fundamentales y que se traduzcan en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio, es el Estado el que tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario
.  
30. La Comisión observa que por la muerte de Gustavo Washington Hidalgo se habría iniciado una investigación penal con el auto cabeza de proceso de 10 de diciembre de 1992, de la cual avocó conocimiento el Juzgado Segundo de lo Penal de Manabí el 27 de octubre de 2000.  El 5 de febrero de 2003 se habría confirmado el auto de prescripción de la acción penal
.  
31. En cuanto al juicio de recusación, al que hace referencia el Estado
, la Comisión observa que éste no resulta adecuado para remediar la situación denunciada por los peticionarios en cuanto al esclarecimiento de las circunstancias y la determinación de responsabilidad penal por los hechos relacionados con los hechos que llevaron a la muerte de Gustavo Washington Hidalgo
.  Por lo tanto, no resulta exigible a efectos de la determinación de la admisibilidad del reclamo.

32. En cuanto al recurso de apelación contra el auto de prescripción al que hace referencia el Estado; la Comisión observa que, según el Código Penal ecuatoriano aplicable a la petición bajo análisis, la acción penal para infracciones reprimidas con reclusión prescribirá en diez años, a partir de la fecha en que la infracción fue perpetrada, de no haber enjuiciamiento
.  Es decir, que la prescripción operaba de iure por el paso del tiempo en los supuestos previstos por la ley.  Adicionalmente, el artículo 398 del Código Penal establecía la obligación de los jueces en lo penal de elevar en consulta los autos en que se declarara la prescripción de la acción penal pública
.  Por ello, la Comisión considera que en esta petición, el recurso de apelación contra el auto de prescripción no hubiera resultado idóneo para revertir la prescripción
.  Por lo tanto, no resulta exigible a efectos de la determinación de la admisibilidad del reclamo.

33. Por otro lado, la Comisión observa que la petición fue presentada el 14 de febrero de 2000 luego de casi diez años de haberse iniciado la investigación penal y mientras ésta se mantenía en etapa de sumario.  Asimismo, observa que la acción penal fue declarada prescrita en febrero de 2003, por el paso del tiempo según lo establecido por ley.  
34. Por lo tanto, dadas las circunstancias de la presente petición, corresponde considerar que el reclamo se enmarca en la excepción por retardo injustificado en la decisión del proceso penal prevista en el artículo 46.2.c) de la Convención Americana, por lo cual el requisito de agotamiento de recursos internos no resulta exigible. 

35. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran o no violaciones a la Convención Americana.
2. Plazo de presentación de la petición

36. El artículo 46.1.b) de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2 de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

37. La petición fue recibida el 14 de febrero de 2000 y los hechos materia del reclamo se habrían iniciado el 8 de diciembre de 1992.  Para la fecha de presentación de la petición la investigación se habría encontrado aún en etapa de sumario y la acción habría sido declarada prescrita en febrero de 2003.  Es decir, la petición fue presentada durante la etapa de investigación judicial y la alegada falta de resultados de la administración de justicia se mantendría en el tiempo
.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características de la presente petición, la Comisión considera que ésta fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3. Duplicación de procedimiento internacional

38. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión Interamericana.  Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.d) y en el artículo 47.d) de la Convención Americana. 
4. Caracterización de los hechos alegados

39. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que los alegatos de los peticionarios podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la vida, integridad personal garantías judiciales y la protección judicial en perjuicio de Gustavo Washington Hidalgo, y a las garantías judiciales y la protección judicial en perjuicio de sus familiares, respectivamente contenidos en los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1.  Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y (c) de la Convención.

40. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.  La Comisión observa que los alegatos expuestos podrían caracterizar violaciones al derecho a la integridad personal en perjuicio de los familiares de Gustavo Washington Hidalgo
, por lo tanto, la CIDH también considerará en la etapa de fondo presuntas violaciones al 5 de la Convención conforme ha sido indicado.  

41. La Comisión observa que los hechos alegados en la petición respecto a los supuestos actos de tortura y su falta de investigación, de ser probados, podrían caracterizar violaciones a la obligación del Estado de realizar una investigación y un proceso penal prevista en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en vista de que la alegada falta de investigación de los hechos se habría mantenido con posterioridad a la entrada en vigencia de dicha Convención. 
V.
CONCLUSIONES
42. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 8 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. 
43. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 

1. Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 4, 5, 8 y 25 en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana y a los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y a los peticionarios.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 11 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� De la información aportada se desprende que el auto de prescripción de la acción penal habría sido confirmado el 5 de diciembre de 2003 y que éste habría sido notificado al defensor de oficio el 25 de diciembre de 2003.


� Los peticionarios indican que los familiares de la presunta víctima son: Luz Esperanza Hidalgo Subiaga (madre) y sus nietos: Maryury Monserrate y Washington Miguel Hidalgo Pacheco, María Alejandra y Gustavo Adolfo Hidalgo Bravo.


� Artículo 31.3 del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 64.


� CIDH, Informe No. 99/09, Petición 12.335, Gustavo Giraldo Villamizar Durán Vs. Colombia, 29 de octubre de 2009, párr. 33.  Ver también CIDH, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Informe Anual de la CIDH 1997, párrs. 96 y 97, y CIDH. Informe No. 55/97, Caso 11.137, Abella y otros, párr. 392.


� CIDH. Informe No. 83/12 Petición No. 326-00 Hernando Rangel Moreno Vs. Colombia, 8 de noviembre de 2012, párr. 38.


� Notificado al Fiscal el 25 de febrero de 2003.


� El Estado hace referencia al juicio de recusación previsto en el art. 871 Código de Procedimiento Civil.  “Un juez, sea de tribunal o de juzgado, puede ser recusado por cualquiera de las partes y debe depararse del conocimiento de la causa por alguno de los motivos siguientes: 10. No sustanciar el proceso en el triple del tiempo señalado por la Ley.”  


� Cfr. CIDH. Informe Nº 89/09, TGGL, 7 de agosto de 2009, párr 26.


� Art. 101 del Código Penal ecuatoriano. Registro Oficial No. S-147, 22 de enero de1971. 


� El artículo 398 establecía: “Los jueces de lo penal elevarán en consulta obligatoriamente, los autos de sobreseimiento a la Corte Superior respectiva.


Los autos en que se declare la prescripción de la acción penal pública también se elevarán en consulta, tanto por los tribunales penales como por los jueces de lo penal”.


� Cfr. CIDH Informe de Fondo Nº 75/11, Caso 12.683, Melba del Carmen Suárez Peralta Vs. Ecuador, 20 de julio de 2011, párr. 76.


� CIDH, Informe No. 86/07, Petición 680-05, Elías Lindt López Pita y Luis Alberto Shinín Laso, Ecuador, 17 de octubre de 2007, párr. 58.


� Se incluye a los familiares de la presunta víctima tomando en cuenta lo establecido en el art. 35.1 del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de su jurisprudencia. Ver Corte I.D.H. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Sentencia de 23 de noviembre de 2009 y Corte I.D.H., Resolución de 19 de enero de 2009 Caso González y otras (Campo Algodonero) Vs. México. Solicitud de ampliación de presuntas víctimas y negativa de remisión de prueba documental.
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